
Fallo

1) El artículo 3, letra a), del Reglamento (CE) n.o 561/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2006, 
relativo a la armonización de determinadas disposiciones en materia social en el sector de los transportes por carretera, 
por el que se modifican los Reglamentos (CEE) n.o 3821/85 y (CE) n.o 2135/98 del Consejo y se deroga el Reglamento 
(CEE) n.o 3820/85 del Consejo, debe interpretarse en el sentido de que un conductor que efectúa transportes por 
carretera comprendidos en el ámbito de aplicación de dicho Reglamento está obligado a presentar, siempre que lo 
solicite un inspector, la tarjeta de conductor, las hojas de registro y cualquier registro correspondiente al período 
compuesto por la jornada del control y los veintiocho días anteriores, conforme al artículo 15, apartados 2, 3 y 7, del 
Reglamento (CEE) n.o 3821/85 del Consejo, de 20 de diciembre de 1985, relativo al aparato de control en el sector de los 
transportes por carretera, en su versión modificada por el Reglamento n.o 561/2006, aun cuando, durante ese período, 
el referido conductor haya realizado también, con el mismo vehículo, transportes de viajeros en el marco de servicios 
regulares cuyo recorrido no supere los 50 km.

2) El artículo 19, apartado 2, del Reglamento n.o 561/2006 debe interpretarse en el sentido de que se opone a que las 
autoridades competentes de un Estado miembro puedan imponer una sanción al conductor de un vehículo o a una 
empresa de transporte por una infracción del Reglamento n.o 3821/85 cometida en el territorio de otro Estado miembro 
o de un tercer país, pero descubierta en su territorio y para la que todavía no se haya impuesto ninguna sanción.

(1) DO C 61 de 24.2.2020.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 7 de septiembre de 2021 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Lietuvos Aukščiausiasis Teismas — Lituania) — UAB «Klaipėdos regiono 

atliekų tvarkymo centras»

(Asunto C-927/19) (1)

[Procedimiento prejudicial — Contratos públicos — Directiva 2014/24/UE — Artículo 58, 
apartados 3 y 4 — Artículo 60, apartados 3 y 4 — Anexo XII — Desarrollo de los procedimientos de 

adjudicación — Elección de los participantes — Criterios de selección — Medios de prueba — Solvencia 
económica y financiera de los operadores económicos — Posibilidad de que la empresa a la cabeza de una 

unión temporal de empresas alegue los ingresos percibidos por un contrato público anterior del mismo 
ámbito que el contrato público de que se trata en el litigio principal, incluso cuando no ejercía por sí misma 
la actividad comprendida en el ámbito al que se refiere el contrato objeto del litigio principal — Capacidad 

técnica y profesional de los operadores económicos — Carácter exhaustivo de los medios de prueba 
admitidos por la Directiva — Artículo 57, apartados 4, letra h), 6 y 7 — Adjudicación de contratos 
públicos de servicios — Motivos facultativos de exclusión de la participación en un procedimiento de 

adjudicación de contrato — Inscripción en una lista de operadores económicos excluidos de los 
procedimientos de adjudicación de contratos — Solidaridad entre los miembros de una unión temporal de 

empresas — Carácter personal de la sanción — Artículo 21 — Protección de la confidencialidad de la 
información transmitida a un poder adjudicador por un operador económico — Directiva (UE) 

2016/943 — Artículo 9 — Confidencialidad — Protección de los secretos comerciales — Aplicabilidad a 
los procedimientos de adjudicación de contratos — Directiva 89/665/CEE — Artículo 1 — Derecho a la 

tutela judicial efectiva]

(2021/C 462/10)

Lengua de procedimiento: lituano

Órgano jurisdiccional remitente

Lietuvos Aukščiausiasis Teismas

Partes en el procedimiento principal

Demandante: UAB «Klaipėdos regiono atliekų tvarkymo centras»

Con intervención de: «Ecoservice Klaipėda» UAB, «Klaipėdos autobusų parkas» UAB, «Parsekas» UAB, «Klaipėdos 
transportas» UAB
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Fallo

1) El artículo 58 de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre 
contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE, debe interpretarse en el sentido de que la 
obligación de los operadores económicos de demostrar que tienen un determinado volumen de negocios anual medio en 
el ámbito de actividades al que se refiera el contrato público de que se trate constituye un criterio de selección relativo a 
la solvencia económica y financiera de esos operadores, a efectos del apartado 3 de dicha disposición.

2) El artículo 58, apartado 3, en relación con el artículo 60, apartado 3, de la Directiva 2014/24, debe interpretarse en el 
sentido de que, cuando el poder adjudicador haya exigido que los operadores económicos tengan un determinado 
volumen de negocios mínimo en el ámbito al que se refiera el contrato público de que se trate, un operador económico 
solo puede, a efectos de aportar la prueba de su solvencia económica y financiera, invocar los ingresos percibidos por 
una unión temporal de empresas a la que haya pertenecido si ha contribuido efectivamente, en el marco de un contrato 
público determinado, a realizar una actividad de esa unión temporal de empresas análoga a la que es objeto del contrato 
público respecto del cual el citado operador pretende demostrar su solvencia económica y financiera.

3) Los artículos 58, apartado 4, 42 y 70 de la Directiva 2014/24 deben interpretarse en el sentido de que pueden aplicarse 
simultáneamente a una prescripción técnica contenida en una licitación.

4) El artículo 1, apartado 1, párrafo cuarto, el artículo 1, apartados 3 y 5, y el artículo 2, apartado 1, letra b), de la Directiva 
89/665/CEE del Consejo, de 21 de diciembre de 1989, relativa a la coordinación de las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas referentes a la aplicación de los procedimientos de recurso en materia de adjudicación 
de los contratos públicos de suministros y de obras, en su versión modificada por la Directiva 2014/23/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, deben interpretarse en el sentido de que la decisión de un 
poder adjudicador por la que se deniega a un operador económico la comunicación de la información considerada 
confidencial que figura en el expediente de candidatura o en la oferta de otro operador económico constituye un acto 
que puede ser objeto de recurso y de que, cuando el Estado miembro en cuyo territorio se desarrolle el procedimiento de 
adjudicación del contrato público de que se trata haya previsto que toda persona que pretenda impugnar una decisión 
adoptada por el poder adjudicador debe interponer un recurso administrativo antes de acudir a la vía judicial, ese Estado 
miembro puede establecer también que los recursos judiciales contra la decisión denegatoria de acceso deben ir 
precedidos de recurso administrativo previo.

5) El artículo 1, apartado 1, párrafo cuarto, y el artículo 1, apartados 3 y 5, de la Directiva 89/665, en su versión 
modificada por la Directiva 2014/23, así como el artículo 21 de la Directiva 2014/24, a la luz del principio general del 
Derecho de la Unión a una buena administración, deben interpretarse en el sentido de que un poder adjudicador ante el 
que un operador económico haya presentado una solicitud de comunicación de información considerada confidencial 
que figura en la oferta de un competidor al que se haya adjudicado el contrato no está obligado a comunicar esa 
información cuando su transmisión lleve a infringir las normas del Derecho de la Unión relativas a la protección de la 
información confidencial, aun cuando la solicitud del operador económico se presente en el marco de un recurso 
interpuesto por ese mismo operador en relación con la legalidad de la apreciación, por el poder adjudicador, de la oferta 
del competidor. Cuando se niegue a transmitir esa información o cuando, al tiempo que deniegue tal transmisión, 
desestime el recurso administrativo presentado por un operador económico en relación con la legalidad de la 
apreciación de la oferta del competidor de que se trate, el poder adjudicador estará obligado a ponderar el derecho del 
solicitante a una buena administración con el derecho del competidor a la protección de su información confidencial, de 
modo que su decisión denegatoria o su decisión desestimatoria esté motivada y el derecho a la tutela judicial efectiva del 
licitador excluido no quede privado de efecto útil.

6) El artículo 1, apartado 1, párrafo cuarto, y el artículo 1, apartados 3 y 5, de la Directiva 89/665, en su versión 
modificada por la Directiva 2014/23, así como el artículo 21 de la Directiva 2014/24, a la luz del artículo 47 de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, deben interpretarse en el sentido de que el órgano jurisdiccional 
nacional competente que conoce de un recurso contra la decisión de un poder adjudicador por la que se deniega la 
comunicación a un operador económico de la información considerada confidencial que figura en la documentación 
transmitida por el competidor al que se haya adjudicado el contrato o bien de un recurso contra la decisión de un poder 
adjudicador por la que se desestima el recurso administrativo interpuesto contra esa decisión denegatoria está obligado a 
ponderar el derecho del demandante a la tutela judicial efectiva con el derecho de su competidor a la protección de su 
información confidencial y de sus secretos comerciales. A tal efecto, ese órgano jurisdiccional, que debe disponer 
necesariamente de la información requerida, con inclusión de la información confidencial y los secretos comerciales, 
para poder pronunciarse con pleno conocimiento de causa sobre si dicha información puede comunicarse, debe 
proceder a un examen de todos los elementos de hecho y de Derecho pertinentes. También debe poder anular la decisión 
denegatoria o la decisión desestimatoria del recurso administrativo si estas son ilegales y, en su caso, devolver el asunto al 
poder adjudicador, o incluso adoptar por sí mismo una nueva decisión si su Derecho nacional lo autoriza.
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7) El artículo 57, apartado 4, de la Directiva 2014/24 debe interpretarse en el sentido de que un órgano jurisdiccional 
nacional que conoce de un litigio entre un operador económico excluido de la adjudicación de un contrato y un poder 
adjudicador puede apartarse de la apreciación realizada por este sobre la licitud del comportamiento del operador 
económico al que se haya adjudicado el contrato y, por tanto, extraer de ello todas las consecuencias necesarias en su 
decisión. En cambio, con arreglo al principio de equivalencia, tal órgano jurisdiccional solo puede examinar de oficio el 
motivo basado en el error de apreciación cometido por el poder adjudicador si el Derecho nacional lo permite.

8) El artículo 63, apartado 1, párrafo segundo, de la Directiva 2014/24, en relación con el artículo 57, apartados 4 y 6, de 
esa Directiva, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional en virtud de la cual, cuando un 
operador económico, miembro de una agrupación de operadores económicos, haya sido declarado culpable de falsedad 
al proporcionar la información exigida para verificar que la agrupación no incurre en ningún motivo de exclusión o que 
esta cumple los criterios de selección, sin que sus socios tuvieran conocimiento de esa falsedad, puede dictarse una 
medida de exclusión de cualquier procedimiento de adjudicación de contrato público contra la totalidad de los 
miembros de esa agrupación.

(1) DO C 77 de 9.3.2020.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Octava) de 2 de septiembre de 2021 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Oberlandesgericht Düsseldorf — Alemania) — Bundesverband der 
Verbraucherzentralen und Verbraucherverbände — Verbraucherzentrale Bundesverband e.V. / 

Vodafone GmbH

(Asunto C-5/20) (1)

[Procedimiento prejudicial — Comunicaciones electrónicas — Reglamento (UE) 2015/2120 — 
Artículo 3 — Acceso a una Internet abierta — Artículo 3, apartado 1 — Derechos de los usuarios 

finales — Artículo 3, apartado 2 — Prohibición de acuerdos y prácticas comerciales que limiten el ejercicio 
de los derechos de los usuarios finales — Artículo 3, apartado 3 — Obligación de trato equitativo y no 
discriminatorio del tráfico — Posibilidad de aplicar medidas razonables de gestión del tráfico — Opción 

tarifaria adicional de «tarifa cero» — Limitación del anclaje a red]

(2021/C 462/11)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Oberlandesgericht Düsseldorf

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Bundesverband der Verbraucherzentralen und Verbraucherverbände — Verbraucherzentrale Bundesverband 
e.V.

Demandada: Vodafone GmbH

con intervención de: Bundesnetzagentur für Elektrizität, Gas, Telekommunikation, Post und Eisenbahnen

Fallo

El artículo 3 del Reglamento (UE) 2015/2120 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, por el 
que se establecen medidas en relación con el acceso a una internet abierta y se modifica la Directiva 2002/22/CE relativa al 
servicio universal y los derechos de los usuarios en relación con las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas y el 
Reglamento (UE) n.o 531/2012 relativo a la itinerancia en las redes públicas de comunicaciones móviles en la Unión, debe 
interpretarse en el sentido de que una limitación del anclaje a red, debido a la activación de una opción tarifaria de «tarifa 
cero», es incompatible con las obligaciones derivadas del apartado 3 de dicho artículo. 

(1) DO C 137 de 27.4.2020.
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